
ERUVIEL ÁVILA VILLEGAS, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de México, a 
sus habitantes sabed: 
 
Que la Legislatura del Estado, ha tenido a bien aprobar lo siguiente: 

 
DECRETO NÚMERO 202 

 
LA H. “LVIII” LEGISLATURA DEL ESTADO DE MÉXICO 
DECRETA:  

 
ARTÍCULO ÚNICO. Se expide la Ley para la Coordinación Administrativa Del Servicio Profesional 
Docente Del Estado De México, para quedar como sigue: 

 
LEY PARA LA COORDINACIÓN ADMINISTRATIVA DEL SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE DEL 

ESTADO DE MÉXICO 
 

CAPÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES  

 
Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de interés social y de observancia 
general en el Estado de México y tienen por objeto regular la Coordinación Administrativa del Servicio 
Profesional Docente en la Entidad, en términos de lo dispuesto por la Ley General del Servicio 
Profesional Docente.  
 
Artículo 2. Son sujetos de esta Ley: 
 

I. Las autoridades educativas estatales. 
 
II.  Las instituciones de educación pública de enseñanza básica y media superior. 
 
III. Los organismos descentralizados de carácter estatal o municipal que presten servicios 

educativos. 
 
IV.  Las instituciones de los particulares con autorización o reconocimiento de validez oficial de 

estudios otorgados por la autoridad educativa estatal. 
 
V. Los ayuntamientos. 
 
VI. Los docentes con funciones de asesoría técnico-pedagógica de educación básica y media 

superior. 
 
VII. Los docentes y personal con funciones de dirección y de supervisión en las instituciones 

educativas de educación básica y media superior, dependientes del Estado y sus organismos 
descentralizados.  

 
Artículo 3. La aplicación y vigilancia del cumplimiento de esta Ley, corresponde a la Secretaría de 
Educación del Gobierno del Estado de México, a los organismos descentralizados que imparten 
educación básica y media superior y a las autoridades municipales en los ámbitos de su respectiva 
competencia.  
 
Artículo 4. A falta de disposición expresa en esta Ley se aplicará la Ley General del Servicio 
Profesional Docente. 
 
Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se aplicará el glosario a que se refiere el artículo 4 de la Ley 
General del Servicio Profesional Docente. 
 



Artículo 6. En la aplicación y vigilancia del cumplimiento de esta Ley se deberán observar los 
principios de legalidad, certeza, imparcialidad, objetividad y transparencia. 
 
 

CAPÍTULO SEGUNDO 
DEL SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE  

 
Artículo 7. En la educación básica y media superior el ingreso, la promoción, el reconocimiento y la 
permanencia de docentes y de personal con funciones de dirección y de supervisión, en las 
instituciones educativas dependientes del Estado y sus organismos descentralizados, así como de los 
ayuntamientos, se sujetarán a lo dispuesto por la Ley General del Servicio Profesional Docente, la Ley 
General de Educación, la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación y el presente 
ordenamiento. 
 
Artículo 8. La autoridad educativa estatal, para los efectos del Servicio Profesional Docente, deberá 
realizar acciones de coordinación con los Ayuntamientos. 

 
Artículo 9. Las funciones docentes, de dirección de una escuela o de supervisión de la educación 
básica y media superior impartida por el Estado y sus organismos descentralizados deberán 
orientarse a brindar educación de calidad y al cumplimiento de sus fines. Quienes desempeñen 
dichas tareas deben reunir las cualidades personales y competencias profesionales para que dentro 
de los distintos contextos sociales y culturales promuevan el máximo logro de aprendizaje de los 
educandos, conforme a los perfiles, parámetros e indi cadores que garanticen la idoneidad de los 
conocimientos, aptitudes y capacidades que correspondan. 
 
Artículo 10. La autoridad educativa estatal, en el ámbito de la educación básica y respecto del 
Servicio Profesional Docente, tendrá las atribuciones siguientes: 
 

I. Someter a consideración de la Secretaría de Educación Pública sus propuestas de perfiles, 
parámetros e indicadores de carácter complementario para el ingreso, promoción, 
permanencia y, en su caso, reconocimiento que estimen pertinentes. 
 

II.  Llevar a cabo la selección y capacitación de los evaluadores conforme a los lineamientos 
que el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación expida. 

 
III. Llevar a cabo la selección de los aplicadores que podrán auxiliar en la aplicación de los 

instrumentos de evaluación obligatorios a que se refiere la Ley General del Servicio 
Profesional Docente. 

 
IV.  Convocar los concursos de oposición para el Ingreso a la función docente y la promoción a 

cargos con funciones de dirección o de supervisión, y participar en su ejecución de 
conformidad con los lineamientos que el Instituto Nacional para la Evaluación de la 
Educación determine. 
 

V. Participar en los procesos de evaluación del desempeño docente y de quienes ejerzan 
funciones de dirección o de supervisión de conformidad con  los lineamientos y periodicidad 
que el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación determine. 
 

VI.  Calificar, conforme a los lineamientos que el Instituto Nacional para la Evaluación de la 
Educación expida, las etapas de los procesos de evaluación que en su caso determine el 
propio Instituto. 
 

VII. Operar y, en su caso, diseñar programas de reconocimiento para docentes y para el 
personal con funciones de dirección y supervisión que se encuentren en servicio, conforme 
a los lineamientos que al efecto se emitan. 
 



VIII. Ofrecer programas y cursos gratuitos, idóneos, pertinentes y congruentes con los niveles de 
desempeño que se desea alcanzar, para la formación continua, actualización de 
conocimientos y desarrollo profesional del personal docente y del personal con funciones de 
dirección o de supervisión que se encuentren en servicio. 

 
IX.  Ofrecer al personal docente y al personal con funciones de dirección y de supervisión 

programas de desarrollo de capacidades para la evaluación interna a que se refiere la Ley 
General del Servicio Profesional Docente. 
 

X. Organizar y operar el Servicio de Asistencia Técnica a la Escuela de conformidad con los 
lineamientos generales que la Secretaría de Educación Pública determine. 

 
XI. Ofrecer los programas de regularización a que se refiere el Capítulo VIII del Título Segundo 

de la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
 

XII. Ofrecer los programas de desarrollo de liderazgo y gestión pertinentes. 
 

XIII. Emitir los lineamientos a los que se sujetará la elección de personal a que refiere el artículo 
47 de la Ley General del Servicio Profesional Docente.  

 
XIV. Administrar la asignación de plazas con estricto apego al orden establecido con base en los 

puntajes obtenidos de mayor a menor de los sustentantes que resultaron idóneos en el 
concurso. Podrán asignarse para el inicio del ciclo escolar o en el transcurso de éste 
cuando se generen vacantes que la autoridad educativa determine que deban ser 
ocupadas.  

 
XV. Celebrar, conforme a los lineamientos del Instituto Nacional  para la Evaluación de la 

Educación, convenios con instituciones públicas autorizadas por el propio Instituto para 
que participen en la realización de concursos de oposición y los procesos de evaluación 
obligatorios a que se refiere la Ley General del Servicio Profesional Docente. 

 
XVI. Emitir los actos jurídicos que crean, declaran, modifican o extinguen derechos y 

obligaciones de conformidad con lo previsto en la Ley General del Servicio Profesional 
Docente. 

 
XVII. Proponer a la Secretaría de Educación Pública los requisitos y perfiles que deberán 

reunirse para el ingreso, promoción, reconocimiento y permanencia en el Servicio 
Profesional Docente. 

 
XVIII. Determinar, dentro de la estructura ocupacional autorizada, qué puestos del personal 

técnico docente formarán parte del Servicio Profesional Docente. 
 

XIX. Establecer los mecanismos mediante los cuales los representantes de organizaciones no 
gubernamentales y padres de familia participarán como observadores en los procesos de 
evaluación que el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación  determine, 
conforme a las reglas que al efecto expida. 

 
XX. Las demás que establezca la Ley General del Servicio Profesional Docente y otras 

disposiciones aplicables. 
 
Artículo 11. La autoridad educativa estatal y los organismos descentralizados, respecto de las 
escuelas a su cargo, en el ámbito de la educación media superior y respecto del Servicio Profesional 
Docente, tendrán las atribuciones siguientes: 
 

I. Participar con la Secretaría de Educación Pública en la elaboración de los programas 
anual y de mediano plazo conforme a los cuales se llevarán a cabo los procesos de 
evaluación a que se refiere la Ley General del Servicio Profesional Docente. 



 
II. Determinar los perfiles y los requisitos mínimos que deberán reunirse para el ingreso, 

promoción, reconocimiento y permanencia en el Servicio Profesional Docente. 
 
III. Participar en las etapas del procedimiento para la propuesta y definición de los 

parámetros e indicadores para el ingreso, promoción, reconocimiento y permanencia 
en el Servicio Profesional Docente, en términos de los lineamientos que la Secretaría de 
Educación Pública expida para estos propósitos. En las propuestas respectivas se 
incluirán, de ser el caso, los perfiles, parámetros e indicadores complementarios que se 
estimen pertinentes. 

 
IV. Proponer al Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación las etapas, aspectos 

y métodos que comprenderán los procesos de evaluación obligatorios a que se refiere la 
Ley General del Servicio Profesional Docente. 

 
V. Proponer al Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación los instrumentos de 

evaluación y perfiles de evaluadores para los efectos de los procesos de evaluación 
obligatorios que la Ley General del Servicio Profesional Docente prevé. 

 
VI. Llevar a cabo la selección y capacitación de los evaluadores conforme a los 

lineamientos que el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación expida. 
 
VII. Llevar a cabo la selección de los aplicadores que podrán auxiliar en la aplicación de los 

instrumentos de evaluación obligatorios a que se refiere la Ley General del Servicio 
Profesional Docente. 

 
VIII. Convocar los concursos de oposición para el ingreso a la función docente y la 

promoción a cargos con funciones de dirección o de supervisión, de conformidad con 
los lineamientos que el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 
determine. 
 

IX. Participar en los procesos de evaluación del desempeño docente y de quienes ejerzan 
funciones de dirección o de supervisión, de conformidad con los lineamientos y 
periodicidad que el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación determine. 

 
X. Calificar, conforme a los lineamientos que el Instituto Nacional para la Evaluación de 

la Educación expida, las etapas de los procesos de evaluación que en su caso 
determine el propio Instituto. 

 
XI. Diseñar y operar programas de reconocimiento para el personal docente y para el 

personal con funciones de dirección y de supervisión que se encuentren en servicio. 
 
XII. Ofrecer programas y cursos para la formación continua del personal docente y del 

personal con funciones de dirección y de supervisión que se encuentren en servicio. 
 
XIII. Ofrecer al personal docente y con funciones de dirección y de supervisión programas 

de desarrollo de capacidades para la evaluación. 
 
XIV. Organizar y operar el Servicio de Asistencia Técnica a la Escuela. 
 
XV. Ofrecer los programas de regularización a que se refiere el Capítulo VIII del Título 

Segundo de la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
 
XVI. Administrar la asignación de plazas con estricto apego al orden establecido con base 

en los puntajes obtenidos de mayor a menor de los sustentantes que resultaron 
idóneos en el concurso. Podrán asignarse para el inicio del ciclo escolar o en el 



transcurso de éste cuando se generen vacantes que la autoridad educativa determine 
que deban ser ocupadas. 

 
XVII. Celebrar, conforme a los lineamientos del Instituto Nacional para la Evaluación de la 

Educación, convenios con instituciones públicas autorizadas por el propio Instituto 
para que participen en la realización de concursos de oposición y los procesos de 
evaluación obligatorios a que se refiere la Ley General del Servicio Profesional Docente. 

 
XVIII. Emitir los actos jurídicos que crean, declaran, modifican o extinguen derechos y 

obligaciones de conformidad con lo previsto en la Ley General del Servicio Profesional 
Docente. 
 

XIX. Determinar, dentro de la estructura ocupaci onal autorizada, qué puestos del personal 
técnico docente formarán parte del Servicio Profesional Docente. 

 
XX.  Establecer los mecanismos mediante los cuales los representantes de organizaciones 

no gubernamentales y padres de familia participarán como observadores en los 
procesos de evaluación que el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 
determine, conforme a las reglas que al efecto expida. 

 
XXI. Las demás que establezcan la Ley General del Servicio Profesional Docente y otras 

disposiciones aplicables. 
 
 

CAPÍTULO TERCERO 
DE LA MEJORA DE LA PRÁCTICA PROFESIONAL 

 
Artículo 12. La evaluación interna deberá ser una actividad permanente, de carácter formativo y 
tendiente al mejoramiento de la práctica profesional de los docentes y al avance continuo de la 
escuela y de la zona escolar. 
 
Dicha evaluación se llevará a cabo bajo la coordinación y liderazgo del director. Los docentes tendrán 
la obligación de colaborar en esta actividad.  
 
Artículo 13. Para el impulso de la evaluación interna, la autoridad educativa estatal y los 
organismos descentralizados deberán: 
 

I.  Ofrecer al personal docente y al personal con funciones de dirección y de supervisión 
programas de desarrollo de capacidades para la evaluación. Esta oferta tendrá como 
objetivo generar las competencias para el buen ejercicio de la función evaluadora e 
incluirá una revisión periódica de los avances que las escuelas y las zonas escolares 
alcancen en dichas competencias. 

 
II.  Organizar en cada escuela los espacios físicos y de tiempo para intercambiar 

experiencias, compartir proyectos, problemas y soluciones con la comunidad de 
docentes y el trabajo en conjunto entre las escuelas de cada zona escolar, que permita 
la disponibilidad presupuestal, así como aportar los apoyos que sean necesarios para 
su debido cumplimiento. 

 
Los programas a que se refiere la fracción I considerarán los perfiles, parámetros e 
indicadores para el desempeño docente determinados conforme a la Ley General del 
Servicio Profesional Docente, en los aspectos que sean conducentes. 

 
III. Determinar, en su caso, el apoyo que el Servicio de Asistencia Técnica a la Escuela 

brinde al personal docente en la práctica de la evaluación interna, así como en la 
interpretación y uso de las evaluaciones externas.  

 



Este servicio será brindado por personal docente con funciones de dirección o 
supervisión o de asesor técnico pedagógico que determine la propia autoridad 
educativa local o los organismos descentralizados. Este personal deberá cumplir con 
los procesos de evaluación correspondiente. 
 
En el caso del personal docente con funciones de asesoría técnica pedagógica, dicha 
determinación se hará conforme lo establecido en el artículo 41 de la Ley General del 
Servicio Profesional Docente. 

 
IV. Hacer pública la información sobre las plazas docentes con funciones de asesor técnico 

pedagógico existentes y las responsabilidades de quienes las ocupan en cada escuela y 
zona escolar, incluso por medios electrónicos.  

 
V. Organizar y operar, en la educación media superior, el Servicio de Asistencia Técnica a 

la Escuela y, en todo caso, que sea eficaz y pertinente. 
 

VI. Establecer, con base en los resultados de la evaluación interna, compromisos 
verificables de mejora. En ningún momento podrán ser causal de procedimientos de 
sanción, ni tener consecuencias administrativas y laborales.  

 
 

CAPÍTULO CUARTO  
DEL INGRESO AL SERVICIO PROFESIONAL DOCENTE 

 
Artículo 14. El ingreso al servicio en la educación básica y media superior que imparta el Estado y 
sus organismos descentralizados, se llevará a cabo mediante concursos de oposición, 
preferentemente anuales, que garanticen la idoneidad de los conocimientos y las capacidades 
necesarias. 
 
Artículo 15. Para el ingreso al Servicio Profesional Docente en la educación básica, la autoridad 
educativa estatal, deberá:  
 

I. Expedir las convocatorias, autorizadas por la Secretaría de Educación Pública, para el 
ingreso al Servicio Profesional Docente, con base en la información derivada del 
Sistema de Información y Gestión Educativa. 

 
Las convocatorias describirán el perfil que deberán reunir los aspirantes, las plazas 
sujetas a concurso, los requisitos, términos y fechas de registro, las etapas, los 
aspectos y métodos que comprenderá la evaluación, las sedes de aplicación, la 
publicación de resultados, los criterios para la asignación de las plazas, y demás 
elementos que la Secretaría estime pertinentes. En su caso, las convocatorias 
describirán los perfiles complementarios autorizados por la Secretaría. 
 

II. Publicar las citadas convocatorias aprobadas por la Secretaría de Educación Pública, 
de acuerdo a los programas anuales  y de mediano plazo, conforme a los cuales se 
llevarán a cabo los procesos de evaluación. 

 
III. Expedir convocatorias extraordinarias cuando a juicio de la autoridad educativa estatal 

lo justifique previa autorización de la Secretaría de Educación Pública. 
 
Artículo 16. Para el ingreso al Servicio Profesional Docente en la educación media superior, la 
autoridad educativa estatal y los organismos descentralizados, deberán emitir, con la anticipación 
suficiente, al inicio del ciclo escolar y de acuerdo a las necesidades del servicio y a los programas 
anual y mediano plazo conforme a los cuales se llevarán a cabo los procesos de evaluación, las 
convocatorias para el ingreso al Servicio Profesional Docente en la educación media superior. 

 



Las convocatorias describirán el perfil que deberán reunir los aspirantes; las plazas sujetas a 
concurso, los requisitos, términos y fechas de registro, las etapas, los aspectos y métodos que 
comprenderá la evaluación, las sedes de aplicación, la publicación de resultados y los criterios para 
la asignación del número de ingresos, y demás elementos que la autoridad educativa o los 
organismos descentralizados estimen pertinentes. Las convocatorias deberán contemplar las distintas 
modalidades de este tipo educativo así como las especialidades correspondientes. 
 
Artículo 17. En la educación básica y media superior el ingreso a una plaza docente dará lugar a un 
nombramiento definitivo de base después de seis meses de servicios sin nota desfavorable en su 
expediente en términos de la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
 
Artículo 18. La autoridad educativa y los organismos descentralizados, según sea el caso, deberán: 
 

I. Designar a los tutores que acompañarán al personal docente de nuevo ingreso durante 
dos años con el objeto de fortalecer las capacidades, conocimientos y competencias de 
dicho personal. 

 
II. Realizar una evaluación al  término del primer año escolar y brindar los apoyos y 

programas pertinentes para fortalecer las capacidades, conocimientos y compe tencias 
del docente. 

 
III. Evaluar el desempeño del docente al término del periodo de inducción para determinar 

si en la práctica favorece el aprendizaje de los alumnos y, en general, cumple con las 
exigencias propias de la función docente. 

 
IV. Dar por terminados los efectos del nombramiento, sin responsabilidad para la 

autoridad educativa o el organismo descentralizado, para el caso de que el personal no 
atienda los apoyos y programas previstos, incumpla con la obligación de la evaluación 
o cuando al término del periodo se identifique su insuficiencia en el nivel de 
desempeño de la función docente, conforme lo establecido en la Ley. 
 

V. Asignar las plazas que durante el ciclo escolar queden vacantes, conforme a lo 
siguiente:  

 
a) Con estricto apego al orden de prelación de los sustentantes, con base en los 

puntajes de mayor a menor, que resultaron idóneos en el último concurso de 
oposición y que no hubieran obtenido una plaza anteriormente. Este ingreso 
quedará sujeto a lo establecido en la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
La adscripción de la plaza tendrá vigencia durante el ciclo escolar en que sea 
asignada y el docente podrá ser readscrito, posteriormente, a otra escuela conforme 
a las necesidades del servicio. 
 

b) De manera extraordinaria y sólo cuando se hubiera agotado el procedimiento 
señalado en el inciso anterior, a docentes distintos a los señalados. Los 
nombramientos que se expidan serán por tiempo fijo y con una duración que no 
podrá exceder el tiempo remanente hasta la conclusión del ciclo escolar 
correspondiente. Sólo podrán ser otorgados a docentes que reúnan el perfil.  
 

VI. Asignar horas al personal docente que no sea de jornada en términos del artículo 42 de 
la Ley General del Servicio Profesional Docente. 

 
Artículo 19. En los concursos de oposición pa ra el ingreso que se celebren en los términos de la Ley 
General del Servicio Profesional Docente, podrán participar todas las personas que cumplan con el 
perfil relacionado con el nivel, tipo, modalidad y materia educativa correspondiente, así como con los 
requisitos que establezca la convocatoria respectiva, en igualdad de condiciones, sin demérito de 
origen, residencia, lugar o formación profesional. En la educación básica dicho perfil corresponderá al 
académico con formación docente pedagógica o áreas afines que corresponda a los niveles educativos, 



privilegiando el perfil pedagógico docente de los candidatos; también se considerarán perfiles 
correspondientes a las disciplinas especializadas de la enseñanza. 
 
Artículo 20. Quienes participen en alguna form a de ingreso distinta a lo establecido en la Ley 
General del Servicio Profesional Docente y en la presente ley, autoricen o efectúen algún pago o 
contraprestación u obtengan algún beneficio, incurrirán en responsabilidad y serán acreedores a las 
sanciones correspondientes. 

 
 

CAPÍTULO QUINTO  
DE LA PROMOCIÓN A CARGOS CON FUNCIONES  

DE DIRECCIÓN Y DE SUPERVISIÓN 
 
Artículo 21. La promoción a cargos con funciones de dirección y de supervisión en la educación 
básica que imparta el Estado, se llevará a cabo mediante concursos de oposición que garanticen la 
idoneidad de los conocimientos y las capacidades necesarias, además de haber ejercido como docente 
un mínimo de dos años y con sujeción a los términos y criterios siguientes: 
 

I. Formular las convocatorias para los concursos correspondientes, mismos que serán 
públicos. 
 
Las convocatorias describirán el perfil que deberán reunir los aspirantes, las plazas 
sujetas a concurso, los requisitos, términos y fechas de registro, las etapas, los 
aspectos y métodos que comprenderá la evaluación, las sedes de aplicación, la 
publicación de resultados y los criterios para la asignación de las plazas, y demás 
elementos que la Secretaría de Educación Pública estime pertinentes. 

 
II. Publicar las citadas convocatorias autorizadas por la Secretaría de Educación Pública, 

con la anticipación suficiente al inicio del ciclo escolar y de acuerdo a los programas 
anual y de mediano plazo conforme a los cuales se llevarán a cabo los procesos de 
evaluación. 

 
III. Expedir convocatorias extraordinarias, pr evia autorización de la Secretaría de 

Educación Pública, cuando a juicio de la autoridad educativa estatal lo justifique. 
 

IV. Determinar, en  la educación básica y en los casos de promoción a una plaza con 
funciones de dirección, los programas de desarrollo de liderazgo y gestión escolar  que 
deberá cursar el personal al que se le otorgó nombramiento sujeto a un periodo de 
inducción con duración de dos años ininterrumpidos. 

 
V. Determinaren la educación básica, los procesos de formación en que participará  el 

personal al que se le promocione  a una plaza con funciones de supervisión. Esta 
promoción dará lugar a un nombramiento definitivo. 
 

Artículo 22. Cuando en la evaluación se identifique la insuficiencia en el nivel de desempeño de las 
funciones de dirección, el personal volverá a su función docente en la escuela en que hubiere estado 
asignado. 

 
Artículo 23. La promoción a cargos con funciones de dirección y de supervisión en la educación 
media superior que imparta el Estado y sus organismos descentralizados, se llevará a cabo mediante 
concursos de oposición que garanticen la idoneidad de los conocimientos y las capacidades 
necesarias, además de haber ejercido como docente un mínimo de dos años y con sujeción a los 
términos y criterios siguientes: 
 

I. Formular las convocatorias para los concursos correspondientes, mismos que serán 
públicos. 
 



Las convocatorias describirán el perfil que deberán reunir los aspirantes, las plazas 
sujetas a concurso; los requisitos, términos y fechas de registro, las etapas, los 
aspectos y métodos que comprenderá la evaluación, las sedes de aplicación, la 
publicación de resultados y los criterios para la asignación de las plazas, y demás 
elementos que la autoridad educativa o los organismos descentralizados estimen 
pertinentes. 
 

II. Emitir, de acuerdo a las necesidades del servicio y a los programas anuales y de 
mediano plazo conforme a los cuales se llevarán a cabo los procesos de evaluación, las 
convocatorias para la promoción a cargos con funciones de dirección y de supervisión 
en la educación media superior. 
 

III. Determinar, en la educación media superior, en los casos de promoción a una plaza 
con funciones de dirección, la duración de los nombramientos por tiempo fijo conforme 
a las disposiciones aplicables. Al término del nombramiento, quien hubiera ejercido las 
funciones de dirección volverá a su función docente, preferentemente en la escuela en 
que hubiere estado asignado o, de no ser posible, a otra que la autoridad  educativa o 
los organismos descentralizados determinen en función de las necesidades del servicio. 

 
IV. Definir los procesos de formación en los que deberá participar  el personal que, 

derivado de una promoción a plaza con funciones de dirección, reciba el nombramiento 
por primera vez. Quien no se incorpore a estos procesos volverá a su función docente 
en la escuela que la autoridad educativa o los organismos descentralizados determinen 
en función de las necesidades del servicio. 
 

V. Señalar los demás requisitos y criterios para la renovación de los nombramientos a 
cargos con funciones de dirección, para lo cual también se tomarán en cuenta los 
resultados de la evaluación del desempeño a que se refiere el artículo 52 de la Ley 
General del Servicio Profesional Docente. 
 

VI. Determinar, en la educación media superior y con motivo de una promoción a una 
plaza con funciones de supervisión la duración del  nombramiento por tiempo fijo. 
 

VII. Señalar, de ser el caso, los requisitos y criterios para la renovación de  los  
nombramientos a cargos con funciones de supervisión, para lo cual se tomarán 
también en cuenta los resultados de la evaluación del desempeño a que se refiere el 
artículo 52 de la  Ley General del Servicio Profesional Docente. 

 
Artículo 24. En la educación básica y media superior la autoridad educativa estatal y los organismos 
descentralizados podrán cubrir temporalmente las plazas con funciones de dirección o de supervisión 
a que se refiere el artículo 31 de la Ley General del Servicio Profesional Docente, cuando por las 
necesidades del servicio no deban permanecer vacantes. Los nombramientos que expidan serán por 
tiempo fijo, sólo podrán ser otorgados a docentes en servicio por el tiempo remanente hasta la 
conclusión del ciclo escolar correspondiente y dichas plazas deberán ser objeto del concurso 
inmediato posterior. 
 
Artículo 25. Quienes participen en alguna forma de promoción a cargos con funciones de dirección o 
de supervisión distinta a lo establecido en el artículo 26 de la Ley General del Servicio Profesional 
Docente, autoricen o efectúen algún pago o contraprestación u obtengan algún beneficio, incurrirán 
en responsabilidad y serán acreedores a las sanciones correspondientes. 
 
Artículo 26. Quienes participen en alguna forma de promoción en la función distinta a lo establecido 
en la Ley General del Servicio Profesional Docente, autoricen o efectúen algún pago o 
contraprestación u obtengan algún beneficio, incurrirán en responsabilidad y serán acreedores a las 
sanciones correspondientes. 
 



Artículo 27. La autoridad educativa estatal y los organismos descentralizados podrán establecer, 
tanto en la educación básica como en la media superior, otros programas de promoción distintos a 
los previstos en el Capítulo VI del Título Segundo de la Ley General del Servicio Profesional Docente, 
que premien el mérito y que se sustenten en la evaluación del desempeño. 
 
En las promociones a que se refiere ese capítulo sólo podrá participar el personal en servicio y que 
previamente haya realizado la evaluación del desempeño. No obstante, en el caso de escuelas que 
estén en la etapa de apertura de nuevos grados como parte de su proceso de crecimiento natural, 
también podrán ser beneficiados de la Promoción señalada en el artículo 42 de la Ley General del 
Servicio Profesional Docente, los docentes que aún no hayan sido objeto de la evaluación del 
desempeño, siempre y cuando hayan obtenido en el concurso de Ingreso un puntaje superior  al 
propuesto, para estos efectos, por la Autoridad Educativa o el Organismo Descentralizado y 
autorizado por el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 
 
Artículo 28. Quienes participen en alguna forma de promoción en el servicio distinta a lo establecido 
en los artículos 21 al 23 de esta ley o de lo previsto en la Ley General del Servicio Profesional 
Docente, autoricen o efectúen algún pago o contraprestación u obtengan algún beneficio, incurrirán 
en responsabilidad y serán acreedores a las sanciones correspondientes. 
 
Artículo 29. La autoridad educativa estatal y los organismos descentralizados, también podrán: 
 

I. Otorgar reconocimientos al personal docente y el personal con funciones de dirección y de 
supervisión que destaque en su desempeño y, en consecuencia, en el cumplimiento de su 
responsabilidad.  

 
II.  Realizar las acciones necesarias para que en el diseño de los programas de reconocimiento se 

cumpla con lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
 

III. Prever los mecanismos para facilitar distintos tipos de experiencias profesionales que 
propicien el reconocimiento de las funciones docente y de dirección, mediante movimientos 
laterales que permitan a los docentes y directivos, previo su consentimiento, desarrollarse en 
distintas funciones según sus intereses, capacidades o en atención de las necesidades del 
sistema. 

 
Artículo 30. En la educación básica los movimientos laterales serán temporales, con una duración 
de hasta tres ciclos escolares, sin que los docentes pierdan el vínculo con la docencia. 
 
Artículo 31. Los movimientos laterales a funciones de asesoría técnica pedagógica temporales sólo 
podrán renovarse por un ciclo escolar más. 
 
Artículo 32. Los movimientos laterales sólo podrán realizarse previamente al inicio del ciclo escolar o 
ciclo lectivo por lo que deberán tomarse las previsiones necesarias para no afectar la prestación del 
servicio educativo. 
 
Artículo 33. La autoridad educativa estatal y los organismos descentralizados podrán otorgar otros 
reconocimientos en función de la evaluación del desempeño docente y de quienes realizan funciones 
de dirección o supervisión. Estos reconocimientos podrán ser individuales o para el conjunto de 
docentes y el director en una escuela. 
 
Los reconocimientos económicos de conjunto deberán considerar los resultados del aprendizaje de los 
alumnos, teniendo en cuenta las condiciones sociales y económicas de las escuelas. 

 
 

CAPÍTULO SEXTO  
DE LA PERMANENCIA EN EL SERVICIO 

 



Artículo 34. La autoridad educativa estatal y los organismos descentralizados deberán evaluar el 
desempeño docente y de quienes ejerzan funciones de dirección o de supervisión en la educación 
básica y media superior que imparta el Estado. 
 
La evaluación a que se refiere el párrafo anterior será obligatoria. El Instituto Nacional para la 
Evaluación de la Educación determinará su periodicidad, considerando por lo menos una evaluación 
cada cuatro años y vigilará su cumplimiento. 
 
En  la evaluación del desempeño se utilizarán los perfiles, parámetros e indicadores y los 
instrumentos de evaluación que para fines de permanencia sean definidos y autorizados conforme a 
la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
 
Los evaluadores que participen en la evaluación del desempeño deberán estar evaluados y 
certificados por el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 
 
Artículo 35. Cuando en la evaluación a que se refiere este Capítulo se identifique la insuficiencia en 
el nivel de desempeño de la función respectiva, el personal de que se trate se incorporará a los 
programas de regularización que la autoridad educativa o el organismo descentralizado determine, 
según sea el caso. Dichos programas incluirán el esquema de tutoría correspondiente. 
 
El personal sujeto a los referidos programas de regularización, tendrá la oportunidad de sujetarse a 
una segunda oportunidad de evaluación en un plazo no mayor de doce meses después de la 
evaluación a que se refiere el artículo anterior, la cual deberá efectuarse antes del inicio del siguiente 
ciclo escolar o lectivo. 
 
De ser insuficientes los resultados en la segunda evaluación el evaluado se reincorporará a los 
programas de regularización para sujetarse a una tercera evaluación que se llevará a cabo en un 
plazo no mayor de doce meses. 
 
En caso de que el personal no alcance un resultado suficiente en la tercera evaluación que se le 
practique, se darán por terminados los efectos del Nombramiento correspondiente sin 
responsabilidad para la autoridad educativa estatal o el organismo descentralizado, según 
corresponda. 
 
Artículo 36. Para la educación básica, los programas de regularización serán definidos de 
conformidad con los lineamientos generales que la Secretaría de Educación Pública expida. En el 
caso de la educación media superior los programas de regularización serán determinados por la 
autoridad educativa estatal  y organismos descentralizados, según corresponda. 
 
 

CAPÍTULO SÉPTIMO 
DE LOS PERFILES, PARÁMETROS E INDICADORES 

 
Artículo 37. Para la determinación de los perfiles, parámetros e indicadores, en el ámbito de la 
educación básica y media superior, la autoridad educativa estatal y los organismos descentralizados 
se sujetarán a lo previsto en el Título Tercero de la Ley General del Servi cio Profesional Docente . 
 
 

CAPÍTULO OCTAVO  
OTRAS CONDICIONES 

 
Artículo 38. Las escuelas en las que el Estado y sus organismos descentralizados impartan la 
educación básica y media superior, deberán contar con una estructura ocupacional debidamente 
autorizada, de conformidad con las reglas que al efecto expida la Secretaría de Educación Pública en 
consulta con la autoridad educativa estatal para las particularidades regionales. 
 



En la estructura ocupacional de cada escuela deberá precisarse el número y tipos de puestos de 
trabajo requeridos, atendiendo al número de aulas y espacios disponibles, al alumnado inscrito y al 
plan de estudio de que se trate. 
 
Las estructuras ocupacionales deberán ser revisadas y, en su caso, ajustadas por lo menos una vez 
al año de  conformidad con las reglas que determine la Secretaría de Educación Pública. 
 
El personal docente y el personal con funciones de dirección que ocupe los puestos definidos en la 
estructura ocupacional de la escuela deben reunir el perfil apropiado para el puesto correspondiente 
y conformar la plantilla de personal de la escuela. 
 
Artículo 39. La estructura ocupacional autorizada y la plantilla de personal de cada escuela, así 
como los datos sobre la formación, trayectoria y desempeño profesional de cada docente deberán 
estar permanentemente actualizados en el Sistema de Información y Gestión Educativa. 

 
 

CAPÍTULO NOVENO 
DERECHOS Y OBLIGACIONES  

 
Artículo 40. Quienes participen en el Servicio Profesional Docente previsto en la Ley General del 
Servicio Profesi onal Docente tendrán los siguientes derechos: 
 

I. Participar en los concursos y procesos de evaluación respectivos. 
 

II. Conocer con al menos tres meses de anterioridad los perfiles, parámetros e 
indicadores, con base en los cuales se aplicarán los procesos de evaluación. 

 
III. Recibir junto con los resultados del proceso de evaluación o concurso, el dictamen de 

diagnóstico que contenga las necesidades de regularización y formación continua que 
correspondan. 

 
IV. Tener acceso a los programas de capacitación y formación con tinua necesarios para 

mejorar su práctica docente con base en los resultados de su evaluación. 
 

V. Ser incorporados, en su caso, a los programas de inducción, reconocimiento, 
formación continua, desarrollo de capacidades, regularización, desarrollo de liderazgo 
y gestión que correspondan. 
 

VI. Que durante el proceso de evaluación sea considerado el contexto regional y 
sociocultural. 
 

VII. Ejercer el derecho de interponer su defensa en los términos del artículo 81 de la Ley 
General del Servicio Profesional Docente, así como en lo dispuesto en el presente 
ordenamiento. 
 

VIII. Acceder a los mecanismos de promoción y reconocimiento contemplados en esta ley 
con apego y respeto a los méritos y resultados en los procesos de evaluación y 
concursos conforme a los lineamientos aplicables. 
 

IX. Que la valoración de los procesos de evaluación se efectúe bajo los principios de 
legalidad, imparcialidad y objetividad.  
 

X. Los demás previstos en la Ley General del Servicio Profesional Docente y en esta Ley. 
 

Artículo 41. El personal docente y el personal con funciones de dirección o de supervisión en la 
educación básica y media superior tendrán, conforme a la Ley General del Servicio Profesional 
Docente, las obligaciones siguientes: 



 
I. Cumplir con los procesos establecidos para las evaluaciones con fines de ingreso, 

promoción, permanencia y, en su caso, reconocimiento, en términos de lo prescrito por 
la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
 

II. Cumplir con el periodo de inducción al servicio y sujetarse a la evaluación que para 
dichos efectos refiere la Ley General del Servicio Profesional Docente. 

 
III. Prestar los servicios docentes en la Escuela en la que se encuentre adscrito y 

abstenerse de cualquier cambio de adscripción, sin previa autorización, conforme a lo 
previsto en la Ley General del Servici o Profesional Docente. 
 

IV. Abstenerse de prestar el servicio docente sin haber cumplido los requisitos y procesos 
a que se refiere la Ley General del Servicio Profesional Docente, y demás disposiciones 
aplicables. 

 
V. Presentar documentación fidedigna dentro de los procesos a que se refiere la Ley 

General del Servicio Profesional Docente. 
 

VI. Sujetarse a los procesos de evaluación a que se refiere la Ley General del Servicio 
Profesional Docente de manera personal. 
 

VII. Atender los programas de regularización; así como aquellos que sean obligatorios de 
formación continua, capacitación y actualización. 

 
VIII.  Las demás que señale la Ley General del Servicio Profesional Docente y otras 

disposiciones aplicables. 
 
Artículo 42. Los servidores públicos de la autoridad educativa estatal y los organismos 
descentralizados que incumplan con lo previsto en la Ley General del Servicio Profesional Docente 
estarán sujetos a las responsabilidades que procedan. 
 
Artículo 43. Será nula y, en consecuencia, no surtirá efecto alguno toda forma de ingreso o de 
promoción distinta a lo establecido en la Ley General del Servicio Profesional Docente. Dicha nulidad 
será declarada por el área competente, aplicando para ello el procedimiento previsto en el artículo 75 
de la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
 
Artículo 44. Será separado del servicio público sin responsabilidad para la autoridad educativa 
estatal o para el organismo descentralizado, y sin necesidad de que exista resolución previa del 
Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje o Junta de Conciliación y Arbitraje competente del 
Estado de México, según sea el caso, el evaluador que no se excuse de intervenir en la atención, 
tramitación o resolución de asuntos en los que tenga interés personal, familiar o de negocios, 
incluyendo  aquéllos de los que pueda resultar algún beneficio para él, su cónyuge, su concubina o 
concubinario, o parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, o parientes civiles. 
 
Lo anterior, sin perjuicio del derecho del interesado de impugnar la resolución respectiva ante las 
instancias jurisdiccionales que correspondan. 
 
Artículo 45. La autoridad educativa estatal y los organismos descentralizados deberán revisar y 
cotejar la documentación presentada por los aspirantes en los concursos de oposición a que se refiere 
la Ley General del Servicio Profesional Docente. 
 
De comprobarse que la documentación es apócrifa o ha sido alterada, se desechará el trámite. En 
cualquier caso se dará parte a las autoridades competentes para los efectos legales que procedan. 
 
Artículo 46. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 69 de la Ley General 
del Servicio Profesional Docente dará lugar a la terminación de los efectos del nombramiento 



correspondiente sin responsabilidad para la autoridad educativa estatal o para el organismo 
descentralizado y sin necesidad de que exista resolución previa del Tribunal Estatal de Conciliación y 
Arbitraje o de la Junta de Conciliación y Arbitraje competente del Estado de México. 
 
Lo anterior, sin perjuicio del derecho del interesado de impugnar la resolución respectiva ante las 
instancias jurisdiccionales que correspondan. 
 
Artículo 47. Cuando la autoridad educativa estatal o el organismo descentralizado considere que 
existen causas justificadas que ameriten la imposición de sanciones, lo hará del conocimiento del 
probable infractor para que, dentro de un plazo de diez días hábiles, manifieste lo que a su derecho 
convenga y proporcione los documentos y demás elementos de prueba que considere pertinentes. 
 
La autoridad educativa estatal o el organismo descentralizado dictarán resolución en un plazo 
máximo de diez días hábiles con base en los datos aportados por el probable infractor y demás 
constancias que obren en el expediente respectivo. 
 
Artículo 48. Con el propósito de asegurar la continuidad en el servicio educativo, el servidor público 
del Sistema Educativo Estatal, el personal docente y el personal con funciones de dirección o de 
supervisión en la educación básica y media superior que incumpla con la asistencia a sus labores por 
más de tres días consecutivos o discontinuos, en un periodo de treinta días naturales, sin causa 
justificada será separado del servicio sin responsabilidad para la autoridad educativa estatal o para el 
organismo descentralizado, y sin necesidad de que exista resolución previa del Tribunal Estatal de 
Conciliación y Arbitraje o de la Junta de Conciliación y Arbitraje competente del Estado de México, 
aplicando para ello el procedimiento previsto en el artículo 75 de la Ley General del Servicio 
Profesional Docente. 
 
Lo anterior, sin perjuicio del derecho del interesado de impugnar la resolución respectiva ante las 
instancias jurisdiccionales que correspondan. 
 
Artículo 49. Las sanciones que prevé la Ley General del Servicio Profesional Docente, se aplicarán 
sin perjuicio de las previstas en otras disposiciones legales, reglamentarias o administrativas. 
 
Artículo 50. Las personas que decidan aceptar el desempeño de un empleo, cargo o comisión que 
impidan el ejercicio de su función docente, de dirección o supervisión, deberán separarse del servicio, 
sin goce de sueldo, mientras dure el empleo, cargo o comisión. 
 
 

CAPÍTULO DÉCIMO 
EVALUACIÓN EDUCATIVA 

 
Artículo 51. La autoridad educativa estatal, en el ámbito de su competencia y en los términos de la 
Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, deberá: 
 

I. Promover la congruencia de los planes, programas y acciones que emprenda con las 
directrices que, con base en los resultados de la evaluación, emita el Instituto Nacional 
para la Evaluación de la Educación. 

 
II. Proveer al Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación la información 

necesaria para el ejercicio de sus funciones. 
 

III. Cumplir los lineamientos y atender las directrices que emita el Instituto Nacional para 
la Evaluación de la Educación e informar sobre los resultados de la evaluación. 

 
IV. Recopilar, sistematizar y difundir la información derivada de las evaluaciones que lleve 

a cabo. 
 



V. Proponer al Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación criterios de 
contextualización que orienten el diseño y la interpretación de las evaluaciones. 

 
VI. Hacer recomendaciones técnicas sobre los instrumentos de evaluación, su aplicación y 

el uso de sus resultados. 
 

VII. Opinar sobre los informes anuales que rinda el Presidente del Instituto Nacional para 
la Evaluación de la Educación, aportando elementos para valorar el nivel de logro de 
los objetivos establecidos.  

 
VIII. Las demás que se establezcan en otras disposiciones normativas y que sean necesarias 

para el funcionamiento del Sistema Naci onal de Evaluación Educativa. 
 

Artículo 52. Las autoridades escolares de las instituciones educativas establecidas por el Estado, por 
sus organismos descentralizados y por los particulares con autorización o con reconocimiento de 
validez oficial de estudios, además de las que se establecen en la legislación federal, tendrán las 
obligaciones siguientes: 
 

I. Otorgar al Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación y a las autoridades 
educativas las facilidades y colaboración para la evaluación a que se refiere la Ley del 
Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación. 

 
II. Proporcionar oportunamente la información que se les requiera. 

 
III. Tomar las medidas que permitan la colaboración efectiva de alumnos, maestros, 

directivos y demás participantes en los procesos de evaluación. 
 

IV. Facilitar que las autoridades educativas y el Instituto realicen actividades de 
evaluación para fines estadísticos y de diagnóstico y recaben directamente en las 
escuelas la información necesaria para realizar la evaluación. 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO. Publíquese la presente Ley en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno”. 
 
SEGUNDO. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
“Gaceta del Gobierno”. 
 
TERCERO. De conformidad con lo establecido en el artículo Octavo Transitorio de la Ley General del 
Servicio Profesional Docente, el personal que a la entrada en vigor del referido ordenamiento se 
encuentre en servicio y cuente con nombramiento definitivo, con funciones de docencia, de dirección 
o de supervisión en la educación básica o media superior impartida por el Gobierno del Estado y sus 
organismos descentralizados, se ajustará a los procesos de evaluación y a los programas de 
regularización a que se refiere el Capítulo Sexto de  esta Ley. El personal que no alcance un resultado 
suficiente en la tercera evaluación a que se refiere de esta Ley, no será separado de la función pública 
y será readscrito para continuar en otras tareas dentro de dicho servicio, conforme a lo que 
determine la autoridad educativa o el organismo descentralizado correspondiente, o bien, se le 
ofrecerá incorporarse a los programas de retiro que se autoricen. 
 
El personal que no se sujete a los procesos de evaluación o no se incorpore a los programas de 
regularización del artículo 35 de esta Ley, será separado del servicio público sin responsabilidad para 
la autoridad educativa o el organismo descentralizado, según corresponda. 
 
CUARTO. El personal docente y el personal con funciones de dirección o de supervisión en la 
educación básica o media superior impartida por el Gobierno del Estado y sus organismos 
descentralizados que a la entrada en vigor de la Ley General del Servicio Profesional Docente tenga 
nombramiento provisional, continuará en la función que desempeña y será sujeto de la evaluación 



establecida en los artículos 34 y 35 de la presente Ley. Al personal que obtenga resultados suficientes 
en dicha evaluación, se le otorgará nombramiento definitivo y quedará incorporado al Servicio 
Profesional Docente conforme a lo dispuesto por la Ley General del Servicio Profesional Docente y el 
presente ordenamiento. 
 
Será separado del servicio público sin responsabilidad para la autoridad educativa estatal o el 
organismo descentralizado, según sea el caso, el personal que: 
 

I.  Se niegue a participar en los procesos de evaluación. 
 

II.  No se incorpore al programa de regularización correspondiente cuando obtenga 
resultados insuficientes en el primer o segundo proceso de evaluación a que se refiere 
el artículo 35 de esta Ley. 

 
III.  Obtenga resultados insuficientes en el tercer proceso de evaluación previsto en el 

artículo 35 del presente ordenamiento. 
 
QUINTO. El Ejecutivo del Estado en un plazo no mayor de treinta días hábiles contados a partir de la 
vigencia de la presente Ley, creará un órgano desconcentrado dependiente de la Secretaría de 
Educación al que facultará para ejercer las atribuciones de esta Secretaría en materia de Servicio 
Profesional Docente, sin perjuicio del ejercicio directo por su titular. 
 
SEXTO. Las secretarías de Educación y de Finanzas en el ámbito de sus atribuciones proveerán lo 
necesario para el cumplimiento de esta Ley. 
 
SÉPTIMO. Se derogan todas las disposiciones de igual o menor jerarquía que se opongan a la 
presente Ley. 
 
Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado, haciendo que se publique y se cumpla. 
 
Dado en el Palacio del Poder Legislativo, en la ciudad de Toluca de Lerdo, capital del Estado de 
México, a los once días del mes de marzo del año dos mil catorce.- Presidente.- Dip. Armando 
Portuguez Fuentes.- Secretarios.- Dip. Gerardo del Mazo Morales.- Dip. María Teresa Garza 
Martínez.- Dip. Norberto Morales Poblete .- Rúbricas. 
 
Por tanto, mando se publique, circule, observe y se le dé el debido cumplimiento. 
 

Toluca de Lerdo, Méx., a 11 de marzo de 2014.  
 
 

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE MÉXICO 
 
 

DR. ERUVIEL ÁVILA VILLEGAS 
(RÚBRICA). 

 
 

EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 
 
 

MTRO. EFRÉN T. ROJAS DÁVILA 
(RÚBRICA).  

 
 
APROBACION:        11 de marzo de 2014. 
 
PROMULGACION:        11 de marzo de 2014. 



 
PUBLICACION:        11 de marzo de 2014. 
 
VIGENCIA:  La presente Ley entrará en vigor al 

día siguiente de su publicación en el 
Periódico Oficial “Gaceta del 
Gobierno”. 

 
 

REFORMAS Y ADICIONES 
 
FE DE ERRATAS: Publicada en la Gaceta del Gobierno el 28 de marzo de 2014.  


